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1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir sentencia 

anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, por 

medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo 

contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en 

materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción 

 

2. ANTECEDENTES 

 

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

 

 En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo con lo 

dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, lo siguiente:  

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 



 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 

  

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 

anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera 

necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 

dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la práctica de 

pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la controversia, el juez 

contencioso administrativo puede prescindir de la realización de la audiencia 

inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en su lugar, proceder mediante 

auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio y sobre las pruebas aportadas por 

las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, se procederá a impartir el tramite previsto en 

la citada norma. 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS.  

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se 

procede a resolver las excepciones previas formuladas por las entidades demandadas.  

Respecto a la excepción promovida por la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, denominada “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES:”, en la cual señala que el acto 

ficto demandado es inexistente, toda vez, que dicho fenómeno procedimental se 

configura al tenor de lo dispuesto en el artículo 40 del C.C.A., cuando transcurridos 

tres meses luego de elevada una solicitud en interés particular, la Administración no 

ha notificado decisión alguna al respecto. En el caso objeto de análisis, la Entidad 

demandada mediante Oficio del día 2 de agosto de 2005 dio respuesta negativa a la 

solicitud elevada el día 1° del mismo mes y año, hecho que a todas luces demuestra 

que no se configuró tal ficción jurídica, ni mucho menos predica la existencia de un 

acto de insubsistencia o de desvinculación implícito o tácito.  

 

Al respecto, considera el despacho que la excepción se declara no prospera como 

quiera que, el Ministerio de educación señala como sustento de la excepción que 

mediante oficio del día 2 de agosto de 2005 dio respuesta negativa a la solicitud 

elevada el día 1° del mismo mes y año, sin embargo dicho oficio no se adjuntó como 

prueba por parte del Ministerio, además la el acto ficto que se demanda corresponde a 

una petición del 12 de agosto de 2021, más no de del 1º de agosto de 2005. Por lo 

anterior dicha excepción no tiene vocación de prosperidad, por cuanto no se observa 

que exista inepta demanda por falta de requisitos formales 

 

 

➢ FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182A1 de la Ley 

1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la demanda y 

con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará el litigio en 

función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y jurídicamente 

                                                           
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que atendiendo al material 

documental que ya reposa en el plenario, en los siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 24 de 

noviembre del 2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN 

POR MORA por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 

50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el 

pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta 

individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el 

Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 1 de enero de 2021 y 

como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago tardío de 

los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para 

que las mismas prosperen, 

 

La parte accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 1996 no 

consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta consignación 

inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es aplicable al Magisterio, 

puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable a la sanción moratoria derivado 

del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 270 de 

1996, tampoco tiene derecho el demandante a que se reconozca y pague la sanción por 

mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e indemnización por intereses, ya 

que como más adelante se demostrará en la presente defensa, las cesantías se 

tramitaron conforme a lo específicamente reglado en el régimen especial del 

magisterio, esto es, la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el 

Consejo Directivo del FOMAG.  

 

Dentro de las peticiones de la demanda, se observa que, en el numeral segundo, el 

apoderado solicita que los intereses de las cesantías del docente se tramiten bajo el 

amparo de las normas establecidas para los trabajadores particulares. Esta posición, 

desconoce y pasa por alto que la norma especial prevista para los docentes del 

FOMAG, esto es, el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998 expedido por el Consejo Directivo del FOMAG, resulta 

mucho más beneficiosa para la demandante en materia de liquidación de intereses, 

hecho que aritméticamente se comprobará en la presente contestación de demanda. 

 

Teniendo en cuenta que la sanción por mora por la no consignación o consignación 

extemporánea de las cesantías (establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990) está 

atada a un hecho concreto, esto es, el acto de la “consignación de las cesantías”. Como 

quiera que en el esquema establecido por la Ley 91 de 1989 y el Decreto 3752 de 2003 

aplicable a los docentes del FOMAG no se administran las cesantías a través de la 

creación de cuentas individuales, luego entonces no hay consignación, por tanto, no 

puede configurarse sanción moratoria respecto de un hecho que materialmente no 

puede darse. El símil a aplicarse, para el caso de los docentes, es el cálculo, liquidación 



y apropiación de los recursos que garantizan el pago de las cesantías e intereses a las 

cesantías, el cual se realiza cada año conforme a lo dispuesto en la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998. 

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que el 

artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial de la Nación, con 

independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica. También 

manifiesta que de conformidad con el parágrafo 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 

1989, le asignó como competencia al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación del 

DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo orden de 

ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra regulado en 

materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye un sistema de 

reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. Este régimen 

excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es desarrollado en el 

decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 23 de julio de 2018 y 

complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 1071 de 2006 y 1955 de 

2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es cierto en el sentido de que se 

debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el régimen excepcional para los docentes 

y allí no está consagrada la INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría 

señor Juez en reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado. 

 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA SANCIÓN 

MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY 50 DE 1990 POR LA NO 

CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO AL PAGO DE LA 

INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 1975 Y EL DECRETO 

1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL PAGO 

DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE LOS 

INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR CONCEPTO 

DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL DÍA 

SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO SIGUIENTE 

HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 



Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, se procederá a incorporar las pruebas 

allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la demanda, 

siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del 

reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta 

entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de esta 

entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO DE 

MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, que 

fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al concepto de 

cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que aparece como 

demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías 

que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  



 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la contestación 

de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 010 del 

E.D). 

 

Solicitó la siguiente prueba: 

 

Requerir a DEPARTAMENTO DE CALDAS a efectos de que aporte las pruebas 

documentales que permitan evidenciar el trámite realizado respecto de la solicitud 

radicada por la demandante 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la contestación 

de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 008 del 

E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas tanto por la parte demandante, como por la 

demandada la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FOMAG por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a los 

docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó 

las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de los 

demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o 

la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de 

reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los 

intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la procedencia o no 

de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las cesantías regulados en la 

Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y que se encuentran afiliados al 

FOMAG. 

 

Se aclara por el Juzgado que, si bien en casos anteriores se decretaron en su 

momento las pruebas documentales que ahora se niegan, ello obedece a la posición 

que ya asumió el Despacho en lo que corresponde a las pretensiones que convocan 

los asuntos en estudio. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente resulta 

suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no habiendo pruebas 

por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro derecho, procede este 

Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo dispuesto en 42 de la Ley 

2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 



10 DÍAS para que presenten sus ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo 

término podrá el Ministerio Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

 

 

Se reconoce personería a los abogados AIDEE JOHANNA GALINDO ACERO 

identificada con C.C. 52.863.417 y T.P. 258.462 del C.S. de la J y YEISON 

LEONARDO GARZÓN GÓMEZ identificado con C.C. 80.912.758 y T.P. 218.185, 

como apoderada principal y sustituto, respectivamente, del Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como apoderado 

judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto con la 

contestación de la demanda 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE MANIZALES  

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 

032 el día 02/03/2023 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

SECRETARIO 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

 

Manizales, primero (1º) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

                                

                                                                     

A.I.:    299/2023 

RADICACIÓN: 17-001-33-39-006-2022-00329-00 

NATURALEZA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: HUGO NELSON RAMIREZ CARDENAS 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y EL MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir sentencia 

anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, por 

medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo 

contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en 

materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción 

 

2. ANTECEDENTES 

 

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

 

 En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo con lo 

dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, lo siguiente:  

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 



 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 

  

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 

anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera 

necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 

dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la práctica de 

pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la controversia, el juez 

contencioso administrativo puede prescindir de la realización de la audiencia 

inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en su lugar, proceder mediante 

auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio y sobre las pruebas aportadas por 

las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, se procederá a impartir el tramite previsto en 

la citada norma. 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS.  

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se 

procede a resolver las excepciones previas formuladas por las entidades demandadas.  

Respecto a la excepción promovida por la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, denominada “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES:”, en la cual señala que el acto 

ficto demandado es inexistente, toda vez, que dicho fenómeno procedimental se 

configura al tenor de lo dispuesto en el artículo 40 del C.C.A., cuando transcurridos 

tres meses luego de elevada una solicitud en interés particular, la Administración no 

ha notificado decisión alguna al respecto. En el caso objeto de análisis, la Entidad 

demandada mediante Oficio del día 2 de agosto de 2005 dio respuesta negativa a la 

solicitud elevada el día 1° del mismo mes y año, hecho que a todas luces demuestra 

que no se configuró tal ficción jurídica, ni mucho menos predica la existencia de un 

acto de insubsistencia o de desvinculación implícito o tácito.  

 

Al respecto, considera el despacho que la excepción se declara no prospera como 

quiera que, el Ministerio de educación señala como sustento de la excepción que 

mediante oficio del día 2 de agosto de 2005 dio respuesta negativa a la solicitud 

elevada el día 1° del mismo mes y año, sin embargo dicho oficio no se adjuntó como 

prueba por parte del Ministerio, además la el acto ficto que se demanda corresponde a 

una petición del 28 de julio de 2021, más no de del 1º de agosto de 2005. Por lo anterior 

dicha excepción no tiene vocación de prosperidad, por cuanto no se observa que exista 

inepta demanda por falta de requisitos formales 

 

 

➢ FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182A1 de la Ley 

1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la demanda y 

con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará el litigio en 

función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y jurídicamente 

                                                           
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que atendiendo al material 

documental que ya reposa en el plenario, en los siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 24 de 

noviembre del 2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN 

POR MORA por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 

50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el 

pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta 

individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el 

Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 y 

como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago tardío de 

los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para 

que las mismas prosperen, 

 

La parte accionante NO le asiste el derecho al reconocimiento de las cesantías en los 

términos indicados. En suma, debe ponerse de presente que, la Ley 344 de 1996 no 

consagra la obligación de pagar sanción moratoria por la presunta consignación 

inoportuna de las cesantías reclamadas. La ley 50 de 1990 no es aplicable al Magisterio, 

puesto que, la norma de derecho sustancial aplicable a la sanción moratoria derivado 

del pago tardío de las cesantías, es la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 270 de 

1996, tampoco tiene derecho el demandante a que se reconozca y pague la sanción por 

mora establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, e indemnización por intereses, ya 

que como más adelante se demostrará en la presente defensa, las cesantías se 

tramitaron conforme a lo específicamente reglado en el régimen especial del 

magisterio, esto es, la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 emitido por el 

Consejo Directivo del FOMAG.  

 

Teniendo en cuenta que la sanción por mora por la no consignación o consignación 

extemporánea de las cesantías (establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990) está 

atada a un hecho concreto, esto es, el acto de la “consignación de las cesantías”. Como 

quiera que en el esquema establecido por la Ley 91 de 1989 y el Decreto 3752 de 2003 

aplicable a los docentes del FOMAG no se administran las cesantías a través de la 

creación de cuentas individuales, luego entonces no hay consignación, por tanto, no 

puede configurarse sanción moratoria respecto de un hecho que materialmente no 

puede darse. El símil a aplicarse, para el caso de los docentes, es el cálculo, liquidación 

y apropiación de los recursos que garantizan el pago de las cesantías e intereses a las 

cesantías, el cual se realiza cada año conforme a lo dispuesto en la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que se opone a las pretensiones de 

la demanda, teniendo en cuenta que como lo establece el marco jurídico vigente 

contenido en la Ley 1071 de 2006, Ley 91 de 1989, el Decreto 2831 de 2005, el 

Decreto Único Reglamentario del sector Educativo, 1075 de 2015 y el Decreto 1272 

de 2018 que lo modifica; el reconocimiento y pago de las acreencias laborales por 



concepto de Cesantías de los educadores estatales es una carga jurídica que le 

corresponde a la Nación-Ministerio de Educación Nacional, función que cumple a 

través de la Cuenta Especial denominada FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyos recursos son 

administrados por la Sociedad Fiduciaria FIDUPREVISORA .S.A, ante quien las 

Secretarías de Educación de las entidades territoriales  cumplen funciones de 

simple trámite. 

 

Ahora bien, tal como lo evidencia el nombramiento No. 275 y acta de posesión No. 

170, el accionante tomó posesión del cargo en el año 2011 , por lo que se encuentra 

sometido al régimen anualizado de las cesantías, de acuerdo a lo dispuesto por la 

ley 91 de 1989, aquellos docentes vinculados con posterioridad a la vigencia de esta 

ley, y conforme a los dispuesto en la ley 344 de 1996, quienes se incorporen a partir 

del 01 de enero de 1990, sin lugar a distinción entre docentes nacionales y 

nacionalizados, se regularán por las normas de los empleados públicos del orden 

nacional, cuyo sistema de liquidación es anualizado. 

 

Ahora bien, de las pretensiones del accionante se colige que quiere dar 

aplicabilidad a la Ley 50 de 1990 frente a la sanción mora de los intereses a las 

cesantías. Si bien en principio los destinatarios de esta Ley eran los particulares, y 

posteriormente fueron aplicándose dichas reglas a los servidores públicos del 

orden nacional y territorial; no se extendió a los docentes, dado que ya se 

encontraba vigente la Ley 91 d 1989, que creo el Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio 

 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA SANCIÓN 

MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY 50 DE 1990 POR LA NO 

CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO AL PAGO DE LA 

INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 1975 Y EL DECRETO 

1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL PAGO 

DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE LOS 

INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR CONCEPTO 

DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL DÍA 

SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO SIGUIENTE 

HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 



Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son suficientes para 

decidir de fondo el presente asunto, se procederá a incorporar las pruebas 

allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la demanda, 

siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del 

reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta 

entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de esta 

entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO DE 

MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, que 

fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al concepto de 

cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que aparece como 

demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías 

que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  



 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la contestación 

de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 010 del 

E.D). 

 

Solicitó la siguiente prueba: 

 

Requerir a MUNICIPIO DE MANIZALES – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

MUNICIPAL a efectos de que aporte las pruebas documentales que permitan 

evidenciar el trámite realizado respecto de la solicitud radicada por la demandante 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la contestación 

de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 008 del 

E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas tanto por la parte demandante, como por la 

demandada la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FOMAG por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a los 

docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó 

las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de los 

demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o 

la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de 

reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los 

intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la procedencia o no 

de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las cesantías regulados en la 

Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y que se encuentran afiliados al 

FOMAG. 

 

Se aclara por el Juzgado que, si bien en casos anteriores se decretaron en su 

momento las pruebas documentales que ahora se niegan, ello obedece a la posición 

que ya asumió el Despacho en lo que corresponde a las pretensiones que convocan 

los asuntos en estudio. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente resulta 

suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no habiendo pruebas 

por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro derecho, procede este 

Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo dispuesto en 42 de la Ley 

2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 



10 DÍAS para que presenten sus ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo 

término podrá el Ministerio Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

 

 

Se reconoce personería a los abogados AIDEE JOHANNA GALINDO ACERO 

identificada con C.C. 52.863.417 y T.P. 258.462 del C.S. de la J y YEISON 

LEONARDO GARZÓN GÓMEZ identificado con C.C. 80.912.758 y T.P. 218.185, 

como apoderada principal y sustituto, respectivamente, del Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA 

identificada con C.C. 30.402.413 y T.P. 257.149 del C.S. de la J, como apoderada 

judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder adjunto con la contestación 

de la demanda 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE MANIZALES  

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 

032 el día 02/03/2023 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

SECRETARIO 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, primero (1º) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 
                                                                                                    

 

SUSTANCIACIÓN:  145/2023 

MEDIO DE CONTROL:             NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                       CARLOS ALBERTO ISAZA RESTREPO 

DEMANDADO:                        MINISTERIO DEL TRABAJO DIRECCIÓN 

TERRITORIAL CALDAS Y FRANCISCO JAVIER 

VALENCIA GIRALDO 

RADICACIÓN:                          17-001-33-39-006-2021-00257-00   
 

 

Con fundamento en el artículo 180 de la Ley 1437 del 2011 se fija, para la 

realización de la AUDIENCIA INICIAL, el día MIERCOLES, 28 DE JUNIO 

DE DOS MIL VEINTITRES (2023), a partir de las NUEVE Y TREINTA DE 

LA MAÑANA (9:30 AM). 

 

La mencionada audiencia se realizará de manera virtual, teniendo en cuenta 

lo establecido en los artículos 1, 2 3 y 7 de la Ley 1322 del 13 de junio de 2022. 
 

A los sujetos procesales se le enviará al correo electrónico obrante en el 

proceso, el enlace para su ingreso a la audiencia virtual, plataforma que 

estará habilitada 10 minutos antes de la hora fijada para la audiencia, con el 

fin de prevenir inconvenientes de carácter tecnológico.  
 

 

NOTIFÍQUESE, 

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
MANIZALES  

 
La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº 032, el día   

2/03/2023 
 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE MANIZALES 

 

 

Manizales, primero (01) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A.I.:     301/2023  
RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2018-00045-00 

ASUNTO: EJECUTIVO 

DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

DEMANDADO:                   JOSE YILEN SUAREZ FLOREZ. 

 

 

ASUNTO. 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud de terminación del proceso 

ejecutivo por pago total de la obligación, presentada por el apoderado de la 

parte ejecutante. 

 

CONSIDERACIONES. 

 

Dispone el artículo 461 del CGP, aplicable por expresa remisión de la ley 1437 

de 2011, al proceso ejecutivo que se adelante ante la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa: (…) “si antes de iniciada la audiencia de remate, se presentare escrito 

proveniente de la parte ejecutante o de su apoderado con facultad de recibir, que acredite 

el pago de la obligación demandada y las costas, el Juez declarará terminado el proceso 

y dispondrá la cancelación de los embargos y secuestros, sino estuviere embargado el 

remanente”. (…) 

 

En el presente asunto, la solicitud de terminación del proceso por pago de la 

obligación fue presentada por el apoderado de la parte demandante, quien 

conforme al poder que le fue conferido, posee la facultad de recibir, al señalarse 

que posee las facultades señaladas en el artículo 77 CGP. 

 

En criterio del Despacho, la solicitud de terminación del proceso por pago total 

de la obligación presentada por la parte demandante es prueba suficiente del 

pago de la obligación ejecutada, pues, de otro modo no se hubiese radicado tal 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 032 el día 02/03/2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

solicitud y en todo caso tratándose de derechos de contenido patrimonial, 

ningún reparo se advierte para acceder a lo pedido. 

 

De acuerdo a lo anterior, en atención a lo dispuesto en el artículo 461 del CGP, 

se declarará la terminación del proceso por pago total de la obligación  

 

En consecuencia, el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales. 

 

RESUELVE. 

 

PRIMERO. DECLARESE terminado el presente proceso ejecutivo por pago 

total de la obligación. 

 

SEGUNDO. ORDENESE el LEVANTAMIENTO de las medidas cautelares 

en caso que las mismas hubiesen sido decretadas y practicadas. 

 

TERCERO. Por Secretaría, archívese el expediente dejando las constancias de 

rigor. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 
BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

 

Manizales, primero (1°) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A.I:                                      302/2023 

RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2023-00011-00 

TRÁMITE:   AMPARO DE POBREZA 

SOLICITANTE:  CLAUDIA ISABEL MUÑOZ 

 

 

I. ASUNTO 

 

Se dispone el Despacho a decidir la no aceptación de la designación como 

apoderado de oficio, presentada por la abogada Lina Soley Rocha Tejada. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Mediante escrito visible en el expediente digital (048EscritoRechazoNombramiento), 

la abogada Lina Soley Rocha Tejada, quien fue designada por este Despacho como 

apoderado de oficio de la señora Claudia Isabel Muñoz, manifiesta al Juzgado su 

rechazo respecto a la designación atrás referenciada, argumentando que como se 

pretende instaurar un proceso de prescripción de impuesto predial, no cuenta con 

los conocimiento ni experiencia para garantizar una defensa técnica, de igual 

manera indica que actualmente funge como apoderada designada de ley en 

defensa de más de cinco personas.  

 

Dentro del mismo memorial, la abogada Rocha Tejada, identifica los procesos en 

los que actúa en las calidades atrás descritas y anexa los correspondientes 

soportes. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Con posterioridad al análisis íntegro del memorial de no aceptación radicado por 

el apoderado de oficio, el Despacho considera que, es dable aceptar la 

manifestación de no aceptación de la abogada Lina Soley Rocha Tejada, teniendo 

en cuenta los argumentos presentados al Despacho y las pruebas aportadas con su 

solicitud. 
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En consecuencia, se relevará de la designación como apoderada de oficio a la 

abogada Lina Soley Rocha Tejada y se procederá a designar un nuevo togado 

como apoderado de oficio de la señora Claudia Isabel Muñoz. 

 

Por lo anterior, se designará como apoderado de oficio a la abogada Katherine 

Latorre Rodríguez, identificada con cédula de ciudadanía número 52.859.806 y 

portadora de la tarjeta profesional número 148.735 del C.S. de la J. Por la Secretaría 

del Despacho comuníquesele esta designación a la citada profesional, 

informándole que dicho cargo es de forzosa aceptación y que deberá manifestar 

su aceptación dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ACEPTASE el rechazo presentado por la abogada LINA SOLEY 

RICHA TEJADA, frente a la designación como apoderada de oficio de la señora 

CLAUDIA ISABEL MUÑOZ, y en consecuencia se relevará a dicha profesional 

del cargo. 

 

SEGUNDO: DESÍGNASE a la abogada KATERINE LATORRE RODRÍGUEZ, 

quien se ubica en la carrera 24A No. 57-60 barrio Belén de Manizales, correo 

electrónico katherine.latorre@garciamaya.co   

 

Por la Secretaría, comuníqueseles su designación, informándole además que 

dispone de un término de tres (03) días contados a partir de dicha comunicación 

para que comparezca al Juzgado. En el evento de no aceptar, dentro del mismo 

término, deberán presentar prueba del motivo que justifique su rechazo, so pena 

de incurrir en falta a la debida diligencia profesional, de ser excluida de toda lista 

en la que sea requisito ser abogado y de ser sancionada con multa de cinco (5) a 

diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV) de acuerdo con 

el artículo 154 del CGP.  

 

TERCERO: ADVIÉRTESE a la presunta demandante que de conformidad con el 

artículo 154 del C.G.P no estará obligada a prestar cauciones procesales ni a pagar 

expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación y no 

será condenada en costas.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 


